
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA INCIDENTE DE DESACATO / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD ESPECÍFICOS / AUSENCIA DE MOTIVACIÓN / EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE VERIFICAR EL CABAL ACATAMIENTO DE LA ORDEN DE TUTELA.
Sobre la procedibilidad de la acción de tutela para controvertir decisiones proferidas en un incidente de desacato la Corte Constitucional concluyó en la sentencia T-014 del 2009, que:    

“(…) Por todo lo anterior, en varias oportunidades ha reconocido esta corporación que, excepcionalmente, es posible cuestionar, mediante el uso de la acción de tutela, la decisión del incidente de desacato que hubiere sido promovido por el actor de otra acción de tutela previamente tramitada, posibilidad que, según lo antes explicado, está abierta tanto a la persona que hubiere resultado sancionada al término de dicho incidente, como al demandante que solicitó la apertura de aquél…” (…)
Ahora, en lo que atañe con las causales generales y específicas de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, se tiene que recientemente, en las sentencias SU573 de 2017 y SU004 de 2018… la Corte Constitucional recordó que las primeras obedecen a… Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. (…)
En conclusión es justo el alegato del actor, en la medida en que debe verificarse con mayor esmero si se acató realmente lo ordenado en el fallo de tutela; en consecuencia tendrá que abrirse paso el resguardo tutelar, porque la motivación del auto por medio del cual dispuso el juzgado abstenerse de continuar con el incidente de desacato, se aleja de los presupuestos fácticos y jurídicos que rodean el caso concreto.  
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Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Pedro José Marín Marín contra el Juzgado Tercero de Familia local, a la que fue vinculada Andrea Marcela Rincón Caicedo, en calidad de Directora de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones. 





ANTECEDENTES

Pedro José Marín Marín, quien actúa en su propio nombre, presentó esta demanda contra el Juzgado Tercero de Familia local, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso, dentro del trámite del incidente de desacato, en la acción de tutela con radicado 66001-31-10-003-003-2018-00565-00.

Expuso que viene padeciendo severos problemas de salud consistentes en “ENFERMEDAD POR VIRUS DE LA INMUNODEFICIENCIA HUMANA (VIH), GONARTROSIS, HIPOTIROIDISMO, LUMBAGO CON CIÁTICA, TRASTORNO DE DISCO LUMBAR CON RADICULOPATÍA, TRASTORNO MIXTO DE ANSIEDAD Y DEPRESIÓN Y VISIÓN SUBNORMAL EN AMBOS OJOS” (sic).
Debido a ello el 7 de febrero del año que avanza fue calificado con un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 54.53%, por enfermedad de origen común, estructurada el 16 de junio del año 2016. 

Con ese dictamen acudió ante Colpensiones para solicitar el reconocimiento y pago de la subvención por invalidez, empero, fue negada en doble instancia por la autoridad administrativa, por no cumplir con los requisitos exigidos por la ley 860 de 2003.

Por lo anterior y para la protección de sus derechos fundamentales violentados, interpuso una acción de tutela contra Colpensiones, que en primera instancia fue declarada improcedente pero revocada en segundo grado, donde la orden se profirió en los siguientes términos:   

Se ordena a la Dirección de Prestaciones Económicas de Colpensiones, en cabeza de Andrea Marcela Rincón Caicedo, o quien haga sus veces, que proceda, dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación que de esta providencia se le haga, a dejar sin efectos las resoluciones SUB 1666227 del 23 de junio de 2018 y DIR 15237 del 21 de agosto del 2018 y expedir un nuevo acto administrativo teniendo en cuenta los lineamientos trazados en esta providencia, específicamente lo reglado en la versión original del artículo 39 de la ley 100 de 1993. 

Ante ello, mediante resolución adiada el 29 de noviembre del año 2018, Colpensiones decidió “dar cumplimiento”
 al fallo de tutela, sin embargo negó la pensión de invalidez; para así decidir, argumentó la administradora que fuera de cumplir con el requisito de las 26 semanas cotizadas, antes de la estructuración de la enfermedad, también debía estar activo al 29 de diciembre del año 2003 y tener en el año anterior a esa calenda 26 semanas, con lo cual, según denuncia, usurpó la intención del legislador. 
Entonces, ante el indebido acatamiento de lo ordenado en el fallo, interpuso un incidente de desacato en el que, mediante proveído del 18 de enero anterior, el despacho accionado, se abstuvo de abrir el trámite, habida cuenta de que estimó que la administradora de pensiones ya había dado respuesta al fallo.
Considera lesionado su derecho fundamental al debido proceso, porque la AFP acató indebidamente el fallo de tutela en el sentido de que no aplicó el artículo 39 de la ley 100 de 1993 en su versión original, sino que adecuó un pronunciamiento jurisprudencial para exigirle un requisito adicional en el tránsito legislativo entre la ley 100 de 1993 y la ley 860 del 2003; sobre ese aspecto explica que la versión original del citado canon solo contemplaba como requisitos para obtener la pensión de invalidez (i) tener más del 50% de pérdida de capacidad laboral y (ii) tener 26 semanas cotizadas en cualquier época, si el afiliado se encontraba cotizando a la fecha de estructuración de la invalidez, requisitos, que cumple a cabalidad. 
Finalmente indicó que él es el encargado de velar  por el bienestar de su familia, la cual está conformada por su compañera permanente y sus tres hijos menores de edad, siendo la pensión reclamada la única fuente de ingresos de su hogar, que en la actualidad atraviesa difíciles situaciones económicas

Pidió en consecuencia, ordenar al Juzgado tramitar el incidente de desacato y a Colpensiones acatar debidamente el fallo de tutela proferido por la Sala Civil Familia de este Tribunal el 21 de noviembre del año 2018. 




Con la demanda se anexó copia, entre otros documentos, del acto administrativo mediante el cual Colpensiones dijo acatar lo ordenado en el trámite de la acción de tutela y del auto por medio del cual el juzgado encartado se abstuvo de dar apertura al desacato. 





Se dispuso el trámite respectivo, del juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en la demanda y se ordenaron las citadas vinculaciones. 




Compareció la titular del Juzgado encartado, para explicar que mediante proveído del 18 de enero anterior, se abstuvo de abrir el trámite incidental impetrado, teniendo en cuenta que la entidad accionada cumplió con lo ordenado mediante sentencia de tutela de segunda instancia, toda vez que expidió un nuevo acto administrativo, la resolución DIR 20737 del 29 de noviembre del 2018.




La Directora de acciones constitucionales de Colpensiones informó que esa entidad dio cumplimiento a lo ordenado en el fallo habida cuenta de que el 29 de noviembre del año anterior se emitió un acto administrativo en el cual se realizó el estudio pensional conforme a los lineamientos ordenados en dicha providencia. 




CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad, en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso, bajo la premisa principal de que el Juzgado se abstuvo de tramitar el incidente de desacato, pese a que la entidad accionada acató indebidamente lo ordenado en el fallo.

Sobre la procedibilidad de la acción de tutela para controvertir decisiones proferidas en un incidente de desacato la Corte Constitucional concluyó en la sentencia T-014 del 2009, que:    





“(…)




Por todo lo anterior, en varias oportunidades ha reconocido esta corporación
 que, excepcionalmente, es posible cuestionar, mediante el uso de la acción de tutela, la decisión del incidente de desacato que hubiere sido promovido por el actor de otra acción de tutela previamente tramitada, posibilidad que, según lo antes explicado, está abierta tanto a la persona que hubiere resultado sancionada al término de dicho incidente, como al demandante que solicitó la apertura de aquél
. En relación con la situación de este último ha dicho la Corte:





(…)





Ahora bien, del texto del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 emerge que contra la decisión del incidente de desacato no procede ningún recurso, siendo obligatorio en cambio el grado jurisdiccional de consulta, únicamente en el caso en que se haya resuelto sancionar al renuente, pero no en el caso contrario.





Así las cosas, particularmente frente a la decisión que descarta la existencia de desacato, no habría ninguna posibilidad de reconsideración. Ello en términos del artículo 86 constitucional significa que no existe otro medio de defensa judicial, circunstancia que, desde el punto de vista puramente conceptual, milita a favor de la procedibilidad de la tutela frente a un caso como el que se analiza.”
Criterio que fue complementado recientemente en la sentencia T-233 del 2018: 




“La jurisprudencia constitucional ha señalado que la acción de tutela contra providencias judiciales que resuelven incidentes de desacato o solicitudes de cumplimiento es procedente únicamente de manera excepcional. Para explicar el asunto la Corte ha establecido algunos requisitos formales y materiales que se deben tener presentes al momento de hacer el examen de procedencia.





Inicialmente y de manera genérica la Corte dijo que la acción de tutela procede contra incidentes de desacato o solicitudes de cumplimiento siempre que se cumplan los requisitos de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
, y por tanto, se constate una vulneración o una amenaza a los derechos fundamentales del sancionado.
 (…)




Posteriormente amplió la comprensión del deber judicial en estos casos en el sentido de considerar que solo era posible abstenerse de dar trámite a un incidente de desacato o una acción de cumplimiento atendiendo a una debida justificación. La Corte señaló en la sentencia T- 014 de 2009 que cuando la renuencia de quien fue demandando continúa impidiendo el goce efectivo de los derechos fundamentales cuya protección fue judicialmente ordenada, y el juez que conoce el caso se niega injustificadamente el desacato que se ha planteado, incurre en la vulneración de los derechos fundamentales del accionante
.




Por esta razón, el juez que conoce el incidente de desacato tiene la obligación de verificar la responsabilidad subjetiva del accionado y resolver si encuentra o no razones reprochables que generen la imposición de una sanción. Ahora bien, en caso de que no resulte procedente imponer una sanción en los términos del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, y el fallo no haya sido debidamente cumplido, el juez tiene el deber de proferir ordenes encaminadas al pleno cumplimiento, acudiendo para ello a una fuente jurídica distinta, cual es el artículo 27 del decreto mencionado en virtud del cual, el juez mantiene su competencia hasta que se encuentre plenamente restablecido el derecho o eliminadas las causas de la amenaza, estableciendo los efectos del fallo para el caso concreto, pudiendo incluso sancionar por desacato al responsable y al superior, hasta que se dé cumplimiento a la sentencia
. (…)”




Ahora, en lo que atañe con las causales generales y específicas de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, se tiene que recientemente, en las sentencias SU573 de 2017 y SU004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, aludiendo a la C-590 de 2005, la Corte Constitucional recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución.  





Para la Sala, los presupuestos generales de procedibilidad se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración del derecho fundamental al debido proceso; contra la decisión reprochada es improcedente cualquier medio impugnativo, tal como quedó decantado en la jurisprudencia transcrita; el auto cuestionado data del 18 de enero anterior, con lo cual se cumple el presupuesto de inmediatez; si se advirtieran las irregularidades que le achaca el demandante a la funcionaria, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una sentencia de una acción de tutela.

Sigue, en consecuencia, según se desprende de la crítica, aludir al defecto por la indebida motivación que le atribuye el accionante al despacho al abstenerse de dar cauce al desacato invocado. 
El argumento del Juzgado para decidir como lo hizo fue
:
“Es así como observa el Despacho, y teniendo en cuenta los lineamientos trazados en la providencia de segunda instancia, donde se ordenó a la entidad accionada, que a través de la Directora de Prestaciones Económicas de Colpensiones, Dra. Andrea Marcela Rincón Caicedo, persona encargada de resolver el presente trámite, dejara sin efectos la resolución DIR 15237 del 21 de agosto de 2018, y expidiera un nuevo acto administrativo por medio del cual resolviera el recurso de apelación interpuesto contra la resolución SUB 166227 del 23 de junio del mismo año, y emitiera una decisión sobre el caso particular, analizando específicamente lo reglado en la versión original del art. 39 de la Ley 100 de 1993.

Es así como COLPENSIONES, en acatamiento con la pluricitada sentencia, realizó un nuevo estudio, y encontró que aplicando lo ordenado por el superior, tampoco cumplía con los requisitos mínimos para que se concediera la pensión solicitada (…)
Ahora, el accionante presenta incidente de desacato, porque a su decir, no se dio cumplimiento a la sentencia de segunda instancia, pero como se ha dicho, observa el Despacho que el H. Tribunal Superior Sala Civil Familia, en su sentencia de segunda instancia fue claro al indicar que se estudiara de nuevo el caso y verificara, teniendo en cuenta los lineamientos o exigencias contempladas en el art. 39 de la Ley 100 de 1993, (versión original), si el accionante tenía o no derecho a su pensión, pero nunca el superior ordenó, que se le concediera al peticionario la pensión solicitada. COLPENSIONES, consideró de nuevo, que el accionante no tenía derecho a que se le reconociera la pensión, porque no cumplía con ningún requisito para aplicar la condición más beneficiosa.

Si, el accionante considera que tiene derecho a ésta y la accionada le está negando su derecho, deberá acudir a la justicia ordinaria, para que por medio de un proceso ante Juez Competente, defina su prestación.”
Al leer el razonamiento plasmado por el despacho, de entrada halla la Sala que el resguardo habrá de concederse. Así se afirma, porque en este caso hay una insuficiente justificación para abstenerse de dar trámite al desacato, con lo cual se configura el defecto por falta de motivación tal como lo ha decantado la jurisprudencia de la Corte Constitucional
. Se explica:

En el fallo que se denuncia incumplido se le ordenó a Colpensiones expedir un nuevo acto administrativo “teniendo en cuenta los lineamientos trazados en esta providencia, específicamente lo reglado en la versión original del artículo 39 de la ley 100 de 1993” (Se destaca).
Debido a lo anterior, la administradora de pensiones emitió el acto administrativo DIR 20737 el 29 de noviembre del año 2018
 y en él confirmó la resolución SUB 166227 del 23 de junio del año 2018, que a su vez negó la pensión por invalidez deprecada, comoquiera que, según el concepto No. 2017_12672083 del 29 de noviembre del año 2017 de la Oficina Asesora de Asuntos legales y la Circular Interna No. 2015_2404943 de esa entidad, no era dable la aplicación de la condición más beneficiosa porque el peticionario no estaba activo al 29 de diciembre del 2003 y no registró semanas de cotización en el año inmediatamente anterior a esa calenda. 
El Juzgado estimó que esa resolución acataba las directrices impartidas en el fallo del 21 de enero del año 2018; sin embargo, el incidente de desacato podría permitir que se verifique si el acto administrativo soslayó los lineamientos trazados en la sentencia.

Las pautas del fallo eran claras y se fundaban en un asunto análogo dirimido por la Corte Constitucional
, en el que se dispuso lo pertinente para que se materializara el pago de la pensión de invalidez a un demandante, que como el aquí accionante, acreditó estar cotizando al sistema al momento en que se estructuró su estado de invalidez, tener más del 50% de pérdida de capacidad laboral y haber cotizado más de 26 semanas en cualquier tiempo, eso sí, en la época en que estuvo vigente el artículo 39 de la ley 100 en su versión original, antes de que fuera modificado por el artículo 1° de la ley 860 del 2003. 
Así que era perentorio echar un vistazo a la historia laboral del señor Marín Marín para establecer si cumplía con esos requisitos, si bien estaba cotizando el 16 de junio del año 2016 cuando se estructuró su invalidez, el porcentaje de su pérdida de capacidad laboral ascendió al 54,53% y había cotizado por lo menos 33 semanas entre el año 1994 y 1999, es decir durante la vigencia del artículo 39 de la ley 100 de 1993 en su redacción inicial.  

Por esa razón, es que era inviable apartarse de la doctrina que sirvió de sustento a la sentencia y echar mano de cualquier otro criterio para expedir el aludido acto administrativo, que terminó, como era de esperarse, por desconocer los lineamientos esbozados en el fallo. 

Y es que para arribar a esa decisión se obró de conformidad con el criterio obligatorio en sede de tutela, es decir, el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional, y en tal virtud, era esa la directriz que debía dirigir la argumentación del acto administrativo que se mandó volver a emitir, no los conceptos adiados por la Oficina Asesora de Asuntos Legales de Colpensiones, ni las sentencias de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia que se relacionan en aquellos. 
En conclusión es justo el alegato del actor, en la medida en que debe verificarse con mayor esmero si se acató realmente lo ordenado en el fallo de tutela; en consecuencia tendrá que abrirse paso el resguardo tutelar, porque la motivación del auto por medio del cual dispuso el juzgado abstenerse de continuar con el incidente de desacato, se aleja de los presupuestos fácticos y jurídicos que rodean el caso concreto.  
Corolario de lo dicho, se ordenará a la funcionaria encartada dejar sin efecto el proveído adiado el 18 de enero anterior, por medio del cual se abstuvo de dar apertura al incidente de desacato promovido, para que en su lugar disponga lo pertinente, para continuar con el trámite incidental hasta que se verifique el cabal cumplimiento de lo ordenado en la sentencia de la acción de tutela.
Se absolverá a los demás citados al trámite por no hallar de su parte transgresión alguna a los derechos fundamentales del accionante. 





DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONCEDE el amparo impetrado por Pedro José Marín Marín en relación con las pretensiones dirigidas contra el Juzgado Tercero de Familia de Pereira.

En consecuencia, se deja sin efecto el auto del 18 de enero, por medio del cual se abstuvo el despacho de dar apertura al incidente de desacato en la acción de tutela con radicado 66001-31-10-003-003-2018-00565-00 y se ordena, que en su lugar, la autoridad accionada, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, continúe con el trámite del incidente de desacato hasta que se verifique el cabal cumplimiento a lo ordenado en el fallo proferido en ese asunto. 

Se absuelve a los demás vinculados. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

A su regreso, si no se requirieran más trámites, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA     
� Las comillas están en el texto original. 


� Cfr. sobre este aspecto, entre otras, las sentencias T-763 de 1998, T-188 de 2002, T-086, T-421, T-459 y T-744 de 2003, T-368, T-939, T-944 y T-1113 de 2005 y T-994 de 2007.


� Específicamente sobre la legitimación activa de la persona que promovió la primera acción de tutela, ver sentencias T-188 de 2002 (M. P. Alfredo Beltrán Sierra), T-086 de 2003 (M. P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-421 de 2003 (M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra) y T-1113 de 2005 (M. P. Jaime Córdoba Triviño).


� La jurisprudencia constitucional, en procura de la salvaguarda de los principios de cosa juzgada y autonomía judicial, ha admitido la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales, supeditándola a la configuración de ciertos requisitos formales y materiales, en aras de asegurar que este mecanismo constitucional sirva para proteger los derechos de quienes han visto afectadas sus garantías fundamentales en virtud de las decisiones adoptadas por las autoridades judiciales. Por un lado, la acción de tutela es formalmente procedente cuando se acredita que: (i) la cuestión que se discute tiene relevancia constitucional; (ii) se han agotado los recursos ordinarios y extraordinarios de defensa al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio irremediable; (iii) se cumplió con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) la irregularidad procesal denunciada incide directamente en la decisión acusada; (v) se identificaron razonablemente los hechos que generaron la violación y los derechos vulnerados, los cuales debieron haber sido alegados al interior del proceso judicial; (vi) la sentencia impugnada no es de tutela. Por otra parte, la procedencia material de la misma está supeditada a que se haya incurrido en alguna de las siguientes irregularidades: (i) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia judicial carece de competencia para ello; (ii) defecto fáctico, que se da cuando el juez carece de apoyo probatorio que permita la aplicación legal en el que sustenta la decisión; (iii) defecto material o sustantivo, que surge cuando se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales, o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; (iv) error inducido, como es el caso cuando la autoridad judicial fue víctima de un engaño por parte de terceros que condujo a la toma de un la decisión que afecta derechos fundamentales; (v) decisión sin motivación, que implica no dar cuenta de sus fundamentos fácticos y jurídicos; (vi) desconocimiento del precedente judicial; (vii) violación directa de la Constitución.


� Corte Constitucional, sentencia T- 325 de 2015 (MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez).


� Corte Constitucional, Sentencia T- 271 de 2015 (MP. Jorge Iván Palacio).


� Corte Constitucional, sentencia T-553 de 2002, MP. Alfredo Beltrán Sierra. T- 368 de 2005 MP. Clara Inés Vargas. Auto 118 de 2005 MP. Clara Inés Vargas.


� F. 69


� Sentencia T-041/18


� F. 32


� Sentencia T-018/08
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